ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 87 003 2017 00037 01
 ACCIONANTE: MARISOL HERNÁNDEZ QUIROZ (con apoderado)
ACCIONADAS: COLPENSIONES Y OTRA 

ASUNTO: CONFIRMA  - HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 1° de agosto de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma y declara hecho superado

Radicación Nro. :
66001 31 87 003 2017 00037 01
Accionante: 
MARISOL HERNÁNDEZ QUIROZ

Accionado:
COLPENSIONES Y OTRO
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN, SEGURIDAD SOCIAL Y DEBIDO PROCESO / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. Para corroborar la información dada por Colpensiones en su impugnación, la auxiliar de Magistrado se comunicó con la oficina Guía Jurídica y fue atendida por el doctor Juan Felipe González, quien le indicó que la señora Hernández Quiroz ya había sido calificada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda (Fl. 3 del cuaderno de segunda instancia). Así las cosas, la  Sala concluye que en este caso específico se ha configurado una carencia actual del objeto por hecho superado, quedando el juez de tutela imposibilitado para emitir orden alguna para proteger el derecho fundamental invocado.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, primero (1º) de agosto de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0760
Hora: 2:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por COLPENSIONES, en contra del fallo emitido el 8 de junio de 2017 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el apoderado de la señora Marisol Hernández Quiroz.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó el apoderado de la señora Marisol Hernández Quiroz que esta fue calificada por Asalud- Colpensiones, mediante el dictamen Nº 2017206354kk le otorgó una pérdida de capacidad laboral del 35.2%, por enfermedad de origen común y con fecha de estructuración del 1º de diciembre de 2016, ante la cual presentó recurso de apelación el 3 de abril de 2017 con el fin de que se modificaran la fecha de estructuración y  el porcentaje aludido.
Afirmó que ha transcurrido más de un mes sin que ASALUD – COLPENSIONES hubiera remitido el recurso de apelación a la Junta Regional de Calificación, ya que Colpensiones no ha efectuado el pago de los emolumentos correspondientes.
Por lo anterior, solicitó: i) tutelar los derechos fundamentales de petición, seguridad social y debido proceso de la señora Marisol Hernández Quiroz, ii) ordenar a Colpensiones que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo de tutela, cancele los honorarios correspondientes a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, iii) que una vez cumplida la anterior petición o sin que haya sufragado dichos honorarios se ordene a Asalud- Colpensiones, remitir el expediente de la señora Quiroz Hernández a la Junta Regional de Calificación de Inva1lidez para que desate el recurso de apelación y modifique el dictamen proferido y iv)  la Junta Regional de Calificación de Invalidez cuente con los documentos referidos se ordene que esta entidad en un término de 48 horas realice un nuevo dictamen de pérdida de capacidad laboral de la accionante teniendo en cuenta el recurso de apelación presentado (1-6).
2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela, visibles a folios (Fls. 7-18).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA 

3.1. JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 
Indicó que los hechos narrados dentro de la acción de tutela no le constan, razón por la cual no se pronunciaría al respecto, además de no evidenciar dentro de la base de datos radicación del expediente o solicitud de calificación relacionada con la accionante por parte de la accionada.  Por lo tanto, consideró que esa Corporación no ha vulnerado derechos fundamentales a la accionante.

Indicó que una vez la entidad cuente con los documentos para que se desate el recurso de apelación indicado por la actora, dará trámite al mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 28 del Decreto 1352 de 2013 y una vez se cancelen los honorarios correspondientes.  Al respecto, indicó que el término de 48 horas para que se realice un nuevo dictamen, resulta improcedente pues esto cuenta con disposiciones legales a cumplir, en la que reposan condiciones, metodologías y términos para rendir su experticia, de acuerdo a los Decretos 1352de 2013 en armonía con el Decreto 1507 de 2014.
Por lo anterior solicitó se ordene su desvinculación de la presente acción de tutela (Fls 23-25).

3.2. COLPENSIONES
En la misma fecha en que se profirió el fallo de primer grado, esto es el 8 de junio de 2017, Colpensiones allegó un escrito mediante el cual informó que con oficio del 1º de junio de 2017 enviado a la calle 20 No.6-30 oficina 1103 con la guía de correo Thomas Express No.GN367017158131  se había dado respuesta a la accionante.

Por lo anterior, consideró que había configurado un hecho superado y en tal sentido solicitó que se declarara improcedente la acción de tutela (Fls. 30-33).
Anexó copia de la respuesta emitida a la actora y la guía con la que se envió la misma.  Así mismo, adjuntó copia del oficio dirigido al doctor Juan Carlos Toro Cardona, Secretario de la Sala Única de la Junta Regional de Calificación de Invalidez (Fls. 34-38).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 8 de junio de 2017 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resolvió tutelar los derechos fundamentales invocados por el apoderado judicial de la señora Marisol Hernández Quiroz y en consecuencia, ordenó a Colpensiones que en un término de dos (2) días contados a partir de la notificación de la sentencia, procediera a darle trámite pertinente al memorial presentado por la señora Hernández Quiroz, a través del cual manifestó su inconformidad con el dictamen en el que se le reconoció la pérdida de capacidad laboral del 35.2%, debiendo informar a esa sede cada uno de los tramites que se adelantaron para hacer efectiva la orden impartida.  (Fls. 26 - 29).
El Gerente de Colpensiones fue notificado del fallo a través de correo electrónico el 13 de junio de 2017 (Fl.30 vuelto). 

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar la decisión de primera instancia, el 16 de junio de 2017, el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa de COLPENSIONES radicó un escrito mediante el cual informó que a través del Oficio BZG 2017_5339005 del 1º de junio de 2017, el cual fue notificado a la calle 20 Nº 6 – 30 oficina 11-03, se dio respuesta de fondo a la solicitud radicada por la accionante por medio de la cual se procedió a autorizar el pago de honorarios a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, con el objeto que procedieran a dar trámite al recurso interpuesto por la accionante en contra del dictamen que le otorgó su PCL.
Afirmó que de acuerdo a la guía de la empresa INTER RAPIDÍSIMO Nº 210006582514 del 26 de mayo de 2017 fue remetido su expediente a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Nariño (sic), recibidos el 30 de mayo de 2017.
Por lo anterior, consideró que existe una carencia actual de objeto por hecho superado, desapareciendo la presunta causa vulneradora de derechos fundamentales de la accionante (Fls. 40-43).
Sustentó sus dichos en los documentos visibles en folios 44 al 49.
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si en este caso específico se ha configurado una carencia actual de objeto por hecho superado.

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. 

6.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. Al respecto, la Corte Constitucional ha propuesto y delimitado unas subreglas que se deben tener en cuenta por los operadores jurídicos al momento de hacer efectivo el derecho fundamental de petición y en tal sentido, en la Sentencia T-377 de 2000 analizó el dicha garantía  y estableció 9 características del mismo
: 
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición. i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta”. (Subrayas propias)
6.7. DEL CASO EN CONCRETO
6.7.1. En el caso sub examine, el propósito de la señora Marisol Hernández Quiroz era que por esta vía constitucional se ordenara a Colpensiones que enviara a la Junta Regional de Calificación de Invalidez el expediente como los honorarios correspondientes para que se surtiera el recurso de apelación interpuesto en contra del dictamen que le había otorgado su pérdida de calificación laboral.

6.7.2. Para corroborar la información dada por Colpensiones en su impugnación, la auxiliar de Magistrado se comunicó con la oficina Guía Jurídica y fue atendida por el doctor Juan Felipe González, quien le indicó que la señora Hernández Quiroz ya había sido calificada por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda (Fl. 3 del cuaderno de segunda instancia).

6.7.3. Así las cosas, la  Sala concluye que en este caso específico se ha configurado una carencia actual del objeto por hecho superado, quedando el juez de tutela imposibilitado para emitir orden alguna para proteger el derecho fundamental invocado.  Al respecto,  la Corte Constitucional en la Sentencia  T-059 de 12 de febrero de 2016 se refirió a la carencia actual de objeto por hecho superado, de la siguiente manera: 

“4.4. Carencia actual de objeto por hecho superado:
4.4.1. La jurisprudencia de esta Corporación, en reiteradas oportunidades, ha señalado que la carencia actual de objeto sobreviene cuando frente a la petición de amparo, la orden del juez de tutela no tendría efecto alguno o “caería en el vacío” [
]. Al respecto se ha establecido que esta figura procesal, por regla general, se presenta en aquellos casos en que tiene lugar un daño consumado o un hecho superado.
4.4.2. El hecho superado tiene ocurrencia cuando lo pretendido a través de la acción de tutela se satisface y desaparece la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales invocados por el demandante, de suerte que la decisión que pudiese adoptar el juez respecto del caso específico resultaría a todas luces inocua y, por lo tanto, contraria al objetivo de protección previsto para el amparo constitucional[
]. En este supuesto, no es perentorio incluir en el fallo un análisis sobre la vulneración de los derechos fundamentales cuya protección se demanda, salvo “si considera que la decisión debe incluir observaciones acerca de los hechos del caso estudiado, [ya sea] para llamar la atención sobre la falta de conformidad constitucional de la situación que originó la tutela, o para condenar su ocurrencia y advertir la inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes, si así lo considera. De otro lado, lo que sí resulta ineludible en estos casos, es que la providencia judicial incluya la demostración de la reparación del derecho antes del momento del fallo. Esto es, que se demuestre el hecho superado”
6.7.4. Por lo anterior y sin desconocer que el fallo estudiado se ajustó a los lineamientos jurisprudenciales para conceder el amparo invocado, ante la actuación de Colpensiones, se reitera que se ha configurado una carencia actual de objeto por hecho superado; en tal sentido, el propósito de la acción de tutela  pierde su razón de ser ante la ausencia de derechos fundamentales para garantizar.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR Y DECLARAR LA EXISTENCIA DE UN HECHO SUPERADO dentro de la acción de tutela presentada por el apoderado judicial de la señora MARISOL HERNÁNDEZ QUIROZ en contra de COLPENSIONES y la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA, tal como quedó consignado en la parte considerativa de este proveído.  
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Ver Sentencia T-043 de 2013


�  Sentencia T-235 de 2012, M.P. Humberto Sierra Porto, en la cual se cita la Sentencia T-533 de 2009, M.P. Humberto Sierra Porto.


� Sentencia T-678 de 2011, M.P. Juan Carlos Henao, en donde se cita la Sentencia SU-540 de 2007, M.P. Álvaro Tafur Galvis. Al respecto, el artículo 26 del Decreto 2591 de 1991 dispone que: “[s]i, estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”.
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